ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66682 31 04 011 2019 00188-01
ACCIONANTE: JULIÁN ANDRÉS SALAZAR CHACÓN
ACCIONADAS: DIRECCIÓN DE LA POLICÍA NACIONAL
ASUNTO: REVOCA DECISIÓN- NIEGA AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO A LA EDUCACIÓN / REVISTE CARÁCTER FUNDAMENTAL, PERO NO ES ABSOLUTO / PREVALENCIA DEL SERVICIO A LA COMUNIDAD COMO POLICÍA / CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA TUTELA RESPECTO DE ACTOS ADMINISTRATIVOS.
El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones…
Sobre el derecho fundamental al goce efectivo de la educación, la Corte Constitucional ha especificado que el derecho al goce efectivo de la educación es aquél que hace referencia a la posibilidad que tienen todas las personas de vincularse a una institución educativa de carácter pública o privada para apoyar por esta vía el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a las demás disciplinas, bienes y valores de la cultura en sociedad…
… la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario cuya vocación, en principio, no es para debatir las actuaciones administrativas, pues para ello es adecuada la jurisdicción contenciosa administrativa, a menos que se utilice el amparo como mecanismo transitorio para prevenir un perjuicio irremediable…

…la Sala observa que en el acto administrativo por medio del cual se negó al accionante el permiso para continuar con sus estudios de Derecho, 5º semestre, se analizó la situación en la que se encontraba el señor Salazar Chacón como patrullero de la estación de policía de Santa Rosa de Cabal, lo que si bien es cierto interrumpe su proceso educativo, también lo es que el derecho a la educación no es absoluto frente a la garantía constitucional que tiene la Policía Nacional con la comunidad en general, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T-355 de 2000.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintiocho (28) de octubre de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto aprobado por Acta No.983
Hora: 3:40 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por la Policía Nacional Departamental de Risaralda frente al fallo emitido el 12 de septiembre de 2019 por el Juzgado Penal de Circuito de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, dentro de la acción de tutela que instaurada por el señor Julián Andrés Salazar Chacón en  contra de esa entidad por considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la educación e igualdad.
2. RESUMEN DE  ANTECEDENTES 

2.1.  El señor Julián Andrés Salazar Chacón informó que el 12 de diciembre de 2008 se graduó como patrullero de la Policía Nacional,  por lo que ha sido trasladado a otras seccionales para cumplir diferentes actividades, siendo condecorado por servicios distinguidos, por lo que el  27 de junio de 2017 buscó la manera de estudiar un programa superior  para lo cual solicitó ante la institución demandada permiso en aras de adelantar en la Universidad Autónoma de Las Américas el programa de Derecho en Pereira en la jornada de viernes desde las 14:00 hasta las 22:00 horas y los sábados de 7:00 hasta las 18:00 horas, comprometiéndose a suplir las horas utilizadas en su estudio al extender el horario laboral diariamente una hora y laborando los  domingos día de franquicia.  Al respecto, el Comité de Gestión Humana y Cultura Institucional del Departamento de la Policía Risaralda, en vigencia de la resolución 01360 del 08 de abril de 2016 “manual de bienestar y calidad y vida para el personal de la Policía Nacional” del 5 de julio de 2017 autorizó al accionante para que estudiara.

Hizo un recuento de todos las solicitudes que ha realizado con el fin de que la entidad accionada le autorizara la renovación del horario flexible para estudios universitarios, informándole que las horas utilizadas en la carrera se suplirían extendiendo el horario laboral por dos (2) horas diarias, garantizando de esta manera el buen desempeño de los procesos que desarrollo en la unidad y sin afectar el servicio. Entre ellas, mencionó la del 11 de febrero de 2019, la cual no fue autorizada través del oficio S-2019-014468 DERIS del 6 de marzo de 2019 en el que se dijo que no podía gozar el derecho por cuanto su solicitud había sido apresurada y sin sustento.  Por lo tanto, el actor instauró una acción de tutela, que correspondió al Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, el que emitió sentencia de primera instancia el 2 de mayo de 2019, donde se resolvió tutelar los derechos fundamentales a la educación y goce del mismo, la cual fue impugnada por la Policía Nacional y confirmada parcialmente por esta Sala de Decisión Penal el 13 de junio de 2019. 
El 28 de junio de 2019, el accionante se matriculó en la Universidad Autónoma de Las Américas para realizar el 5º semestre en la jornada especial semi presencial los viernes desde las 14:00 horas hasta las 22:00 horas y los sábados desde las 07:00 horas hasta las 16:00 horas, período comprendido desde el 26 de julio al 14 de diciembre de 2019.  Por lo tanto, el  3 de julio de 2019 solicitó a través del portal de Servicio interno PSI, la renovación del horario flexible para continuar estudios académicos en el periodo comprendido entre el 26 de julio y el 14 de diciembre de 2019, manifestando que dicha ausencia temporal del servicio sería proveída en sus tiempos libres de descanso bajo la coordinación y supervisión del comandante de esta estación de Policía de Santa Rosa de Cabal.  Sin embargo, mediante oficio del 23 de julio de 2019, el Teniente Coronel Andrés Fernando Serna Bustamante informa las razones por las cuales el Comité de Gestión Humana y cultura Institucional mediante Acta No.252 SUBCO-GUTAH- decidió no autorizar el permiso de estudio para el 5º semestre de Derecho que actualmente estaba cursando el actor. Por lo tanto, el actor consideró que se le están vulnerando el derecho fundamental  a la educación y al goce efectivo del mismo, al no permitírsele continuar con el proceso educativo; de igual forma manifiesta que la Institución se contraría a las políticas propias de permitir el acceso al conocimiento de sus miembros y la importancia de vincular en el proceso educativo como elemento fundamental para la profesionalización y modernización de la Institución. Además, el actor mencionó que otros compañeros de la Policía Nacional, de diferentes grados,  se encuentran estudiando en las Universidades Andina, Libre y Autónoma de las Américas, por lo que  también se le está afectando su derecho a la igualdad.
El actor solicitó: i) amparar el derecho fundamental  a la educación y al goce efectivo del mismo, ordenando a la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, por intermedio de la Dirección General de la Policía Nacional o del Comando del Departamento de Policía Risaralda, que se le permita realizar acta de compromiso en la que se le provea un horario flexible para continuar con sus estudio de Derecho sin las vicisitudes que “se avizoran” y ii) en caso de no ser posible gozar el horario flexible en el puesto que actualmente desempeña, sea reubicado en uno que le permita estudiar, tal como lo hacen algunos de sus compañeros que cumplen labores policiales y luego se van en su tiempo de descanso a estudiar.
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de amparo (Fls. 23-91).

3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS
3.1.1. DEPARTAMENTO DE POLICÍA DE RISARALDA

Indicó que en representación del Comando del Departamento de la Policía, Comité de Gestión Humana y Cultural Institucional y la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, daba respuesta a la presente demanda considerando que no existe vulneración de los derechos fundamentales invocados por el accionante, si se tienen en cuenta que la sentencia de segunda instancia que esta Sala profirió el 12 de junio de 2019  fue clara en señalar que la vigencia de cada permiso para estudiar del señor Salazar Chacón no puede ser superior a 6 meses y no se puede entender de manera definitiva, ya que en momento alguno se debe eliminar el ejercicio del “ius variandi” que le asiste a la Policía Nacional, máxime cuando es una facultad que le permite asegurar los fines constitucionales para los cuales fue creada de acuerdo con el artículo 218 Constitucional al indicar que prevalece el interés general de la comunidad, ya que el personal adscrito a cada Unidad Policial deberá garantizar la convivencia y la seguridad ciudadana en la atención oportuna a motivos de la policía, siendo esa la misión como servidores públicos de carácter permanente, tal como está establecido en el manual de bienestar de la Institución, e indicó que es bajo esa norma que el acciónate debe ceñirse para solicitar los permisos cada seis meses.

Por lo tanto, consideró que el patrullero Julián Andrés Salazar Chacón, desconoció el fallo de este Tribunal, pues no tramitó el permiso respectivo ante el Comando del Departamento de la Policía de Risaralda, para ser evaluado en el Comité de Gestión Humana, ya que el actor se matriculó el 28 de junio de 2019 y el 3 de julio siguiente, requirió la autorización de estudio.

Explicó que el Comando del Departamento de Policía acatando el fallo del Tribunal y con el fin de ponderar adecuadamente tanto la posibilidad de estudio del funcionario como la necesidad del servicio, evaluó detalladamente la solicitud presentada por el patrullero el 3 de julio de 2019, lo cual fue soportando mediante acta No. 252 SUBCO- GUTAH del 16/07/2019, en la que se contó además con la participación del Comité respectivo, llegándose a la conclusión unánime que no era viable autorizar el permiso teniendo en cuenta que la Estación de policía de Santa Rosa de Cabal debe de contar con 134 funcionarios y en el momento solo tiene 115,  de los cuales 16 son auxiliares de Policía quienes cumplen funciones diferentes a las del personal profesional, pero en la realidad solo cuenta con 97 funcionarios en servicio dado que tiene 14 funcionarios en vacaciones, 3 en incapacidad permanente, 1 en comisión.  En tal sentido, no fue posible dar tal permiso al actor aduciendo que no se cuenta en la actualidad con personal remanente para reemplazarlo en su cargo como integrante de patrulla de vigilancia en los turnos, en los que se ausenta para asistir a sus estudios, afectando de manera considerable el servicio de Policía.

Mencionó que otros funcionarios se han visto afectados en sus franquicias y en su bienestar, al tener que repetir turnos para poder otorgarle sus permisos en el semestre pasado en cumplimiento al fallo de tutela emitido por este despacho, que por lo tanto la propuesta del funcionario de reponer el tiempo dejado de laborar en sus tiempos de descanso no era viable y se consideró que por la naturaleza del cargo y funciones que actualmente ostenta el funcionario, así como el déficit de personal y las características de la Estación de Policía Santa Rosa de Cabal unidad laboral a la cual pertenece, se presentaría un perjuicio al servicio en el que por la naturaleza de la misión Constitucional encomendada a la Policía Nacional, debe primar el interés general sobre el particular.

Reiteró que al actor se le había otorgado permiso para adelantar los semestres primero y segundo por cuanto el mismo ocupaba otro cargo dentro de las unidades con funciones y horarios diferentes al que hoy ostenta, por lo tanto, no se puede deducir que tales permisos se tengan como absolutos o que sea la consolidación de un derecho que impidan los cambios normales dentro de una institución como la Policía Nacional, ya que su misión es mantener las condiciones de seguridad y convivencia en el territorio para garantizar la vida de todos los colombianos.

Indicó que los viernes y lo sábados son los días de la semana en los que se presentan mayor número de delitos y comportamientos contrarios a la convivencia, por lo que no se puede restar mayor importancia a la ausencia del accionante en esos días, pues la Estación de Policía de Santa Rosa se vería en la necesidad de desactivar uno de los cuadrantes del Modelo Nacional de Vigilancia comunitaria por cuadrantes al que pertenece el patrullero Salazar Chacón, lo que se traduce en un perjuicio al servicio y la consecuente afectación al interés general.

Manifestó su preocupación el hecho que en determinado momento se otorgue ciertos tipos de permisos al personal uniformado para adelantar estudios universitarios efectivamente para beneficio personal y que el tiempo estos funcionarios se conviertan en inamovibles o la institución no pueda adelantar sus procedimientos administrativos internos normales en las entidades con planta de personal global y flexible, con el fundamento de que se están vulnerado derechos fundamentales, lo que genera un perjuicio en la misión constitucional encomendada a la institución, colocando intereses personales por encima del interés general.
Solicitó que se declarara la improcedencia de la acción de tutela por existir otro medio de defensa judicial, ya que el señor Julián Andrés Salazar Chacón tenía la posibilidad de accionar en los términos provistos en Ley 1437 de 2011 los actos Administrativos que le afecten de manera particular.  Además, consideró que en este caso ya se configura el fenómeno de la cosa juzgada constitucional y el actor está presentando esta nueva acción de manera temeraria.  Además, no existe perjuicio irremediable, por el hecho de no poder continuar sus estudios por el momento y por ende tener que cumplir con el deber para la cual se vinculó a la Policía Nacional, el cual es de servir en cualquier parte del país donde sea requerido. Así mismo, solicitó no acceder a las pretensiones del señor Julián Andrés Salazar Chacón ante la ausencia de  vulneración de sus derechos fundamentales  (Fls. 114-124).
Allegó copia de los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 125-154).
3.1.2. El Comandante del Departamento de la Policía de Risaralda allegó otro escrito en el que indicó que, según información del Grupo de Talento Humano de esa Unidad, en la actualidad no existen funcionarios que se desempeñen en el cargo de INTEGRANTES DE PATRULLA DE VIGILANCIA adscritos al Departamento de Policía de Risaralda que cursen la carrera de Derecho en horarios flexibles debidamente autorizados (Fl.162) 

3.2.   La Universidad Libre allegó una relación de 15 estudiantes de la Policía Nacional que se encuentran matriculados en el programa de Derecho y uno en el de Ingeniería de Sistemas, los cuales están beneficiados con un descuento en matrículas por el convenio empresarial celebrado entre ambas entidades   (Fl. 159 y 160).
3.3. La Fundación Universitaria del Área Andina informó sobre el convenio de descuento celebrado con el Ministerio de Defensa e indicó que en la actualidad esa institución tiene 60 beneficiarios para el programa de Derecho, sin que se conozca el número exacto de policías, ni saben si hay policía matriculados en otro tipo de convenio, ni los que se encuentran matriculados en horarios flexibles. Solicitó que se le concediera ampliar el término con el fin de aclarar la respuesta (Fl. 161)
3.4.  DIRECCIÓN DE TALENTO HUMANO DE LA POLICÍA NACIONAL

Se refirió a cada uno de los hechos de la demanda de tutela para concluir  que será a través del Comando del Departamento de  Policía de Risaralda DERIS donde se ejerza el derecho a la defensa y contradicción directamente a ese despacho judicial, por tratarse de un asunto de su competencia, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2 de la resolución N° 03001 del 13 de junio de 2018 “por la cual se modifica y adiciona la resolución N° 1360 del 08 de abril de 2016 por medio de la cual se expidió el Manual de Bienestar y Calidad de Vida para el personal de la Policía Nacional”, razón por la cual considera que no ha vulnerado ningún derecho fundamental al patrullero Julián Andrés Salazar Chacón, razón por la cual solicitó su desvinculación de este trámite constitucional  (Fls. 164-166).

4. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
Mediante sentencia del 12 de septiembre de 2019, el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal resolvió lo siguiente  (Fls.  172-178):
“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la educación y goce efectivo del mismo del señor Julián Andrés Salazar Chacón, identificado con cédula de ciudadanía N°1.088.000.550 expedida en Dosquebradas-Risaralda, contra el Comité de Gestión Humana y Cultura Institucional del Departamento de la Policía Risaralda por las razones expuestas en la parte motiva.
SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta decisión, conceda el permiso para estudio a Julián Andrés Salazar Chacón, con el fin de permitirle terminar su carrera universitaria, sin que el mismo afecte la prestación del servicio.

TERCERO: Se ordena remitir el expediente a la H. Corte Constitucional, para su eventual revisión, tal como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991. (…)”
Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 12 de septiembre de 2019 (Fl.180 frente y vuelto).
5. DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar el fallo de primer grado, el 16 de septiembre de 2019, el Comandante del Departamento de Policía de Risaralda en representación del Comité de Gestión Humana y Cultura Institucional y la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal se pronunció en los mismos términos que utilizó para contestar la demanda, agregando que resulta incomprensible que en la sentencia se hubiera hecho gran mención al perjuicio irremediable y a sus alcances para tutelar los derechos fundamentales invocados por el señor Salazar Chachón, cuando es evidente que por el hecho de que el accionante no pueda por ahora continuar con sus estudios, debido a sus obligaciones como profesional de la Policía y servidor público, no comporta una urgencia o un daño inminente que requiera de medidas precautelativas, pues se trata de una persona con estabilidad laboral y el reconocimiento de todas las prestaciones sociales.  Por lo tanto, el hecho de que deba postergar sus estudiaos hasta que sus condiciones laborales lo permitan, no se puede deducir una afectación a sus derechos fundamentales.

Insistió que al conceder el amparo, se vulnera el debido proceso al Departamento de Policía de Risaralda al haber permitido juzgar nuevamente los mismos hechos, lo que debe ser protegido por la segunda instancia conforme al “non bis in ídem” el que vincula de manera transversal el principio de seguridad jurídica y los derechos de defensa, la presunción de inocencia y la prevalencia de un orden justa para quienes actúan en él.

Consideró que el fallo no fue motivado pues se apartó de lo dispuesto por su superior jerárquico, lo cual evidencia la ausencia de razonamiento al sustentar su veredicto dejando entrever al falta de legitimidad en su órbita funcional.

Explicó que en momento alguno la institución busca trasladar los problemas a los funcionarios como lo fundamentó la A quo, pues si así fuera no existirían prerrogativas como las dispuestas en la Resolución 01360 del 8 de abril de 2016 por la cual se expide el Manual de Bienestar y Calidad de vida para el personal de la Policía Nacional en el que se dice sobre el horario flexible al que pueden acceder algunos funcionarios de acuerdo con su cargo y disponibilidad.  Por lo tanto, en el caso eventual que se confirme el fallo, quedaría abierta la posibilidad para que los funcionarios que se encuentren en las mismas condiciones del actor, es decir integrantes de patrulla, puedan acceder a matricularse sin la debida autorización y luego solicitar el permiso de estudio aduciendo la igualdad que se profesa entre los iguales y al negarse lo solicitado, se invocaría la protección a través de la acción de tutela por existir un precedente como este y se tendrían que amparar sus derechos de quien lo quiera hacer y más grase sería que los operadores judiciales insinuaran a la institución la reubicación en un cargo en el no afectara su derecho a la educación.   

En cuanto a considerar y solicitar a la Dirección General de la Policía Nacional el traslado de personal faltante, por disposición del Consejo de Estado sobre el derecho a la asignación de retiro, se han efectuado cerca de 17.000 solicitudes de retiro, lo que ha sido una carga para los funcionarios que actualmente están en la institución, sin que se haya podido logar la incorporación de 300 aspirantes que se tenían como meta para el primer semestre de 2019.  

Solicitó revocar el fallo de primer grado y en consecuencia, se declare la improcedencia de la acción de tutela por no existir vulneración de derechos fundamentales por parte de la entidad, al haber cumplido con lo ordenado por el Tribunal Superior de Pereira al estudiar detalladamente la solicitud de permiso de estudio presentada por el actor el 3 de julio de 2019 y no se puede desconocer la facultad unilateral que tiene la Policía para esta clase de permisos.  Así mismo, solicitó que se escuchara la declaración del Mayor Ronal Alberto Serrano Jaimes Comandante Primer Distrito de Santa Rosa de Cabal, al mayor Johan David Portilla Zambarano, Comandante de Estación de Policía Santa Rosa de Cabal y a la Subteniente Yuliana Castaño Quintero, subcomandante de la Policía de Santa Rosa de Cabal para que indiquen los motivos por los cuales se afecta el servicio con la ausencia del accionante y la imposibilidad de reemplazarlo o establecer un amovilidad entre los turnos; ii) efectuar un análisis al acta No.252 SUBCO-GUTAH del 16 de julio de 2019 donde se estudia detalladamente la solicitud de permiso presentada por el actor y iii) estudiar si existe una acción temeraria por parte del accionante al señalar que cuenta con permiso para estudiar toda la carrera y cuando afirma que le había sido otorgado permiso cuando se desempeñaba como integrante de patrulla de vigilancia, notándose el propósito desleal de obtener la satisfacción del interés individual a toda costa (Fls. 181-194).

6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente impugnación, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema Jurídico y solución al caso en concreto

Corresponde a este Tribunal determinar si la decisión de primer grado se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales o si por el contrario, hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante.

6.3. La Sala reitera que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para Evitar un perjuicio irremediable. 

6.4. Derecho fundamental a la educación, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional (Sentencia T-743 de 2013): El artículo 67 de la Constitución reconoce en la educación una doble condición de derecho y de servicio público que busca garantizar el acceso de los ciudadanos al conocimiento, a la ciencia y a los demás bienes y valores culturales. La relevancia de esa función social explica que la norma superior le haya asignado a la familia, a la sociedad y al Estado una corresponsabilidad en la materialización de esas aspiraciones y que haya comprometido a este último con tareas concretas que abarcan, desde la regulación y el ejercicio del control y vigilancia del servicio educativo, hasta la garantía de su calidad, de su adecuado cubrimiento y la formación moral, física e intelectual de los estudiantes. 
6.5. Sobre el derecho fundamental al goce efectivo de la educación, la Corte Constitucional ha especificado que el derecho al goce efectivo de la educación es aquél que hace referencia a la posibilidad que tienen todas las personas de vincularse a una institución educativa de carácter pública o privada para apoyar por esta vía el acceso al conocimiento, a la ciencia, a la técnica y a las demás disciplinas, bienes y valores de la cultura en sociedad
. Así mismo, dicha Corporación señaló que el derecho al goce efectivo de la educación a pesar de no estar reconocida expresamente en la Constitución, porque su núcleo esencial comporta uno de los principales factores de acceso a la información y de desarrollo no solo individual sino colectivo, ya que se procura el bienestar del ser humano y su entorno en todos los ámbitos posibles. Del mismo modo, se ha precisado por la jurisprudencia que este derecho constituye un medio a través del cual el individuo se integra efectiva y eficazmente a la sociedad, por ello, es evidente que pertenece a la categoría de los derechos sustanciales de los ciudadanos.
  La educación es también necesaria para garantizar el mínimo vital, la igualdad de oportunidades en el trabajo, y la participación política entre otros. Por lo tanto, debe estar encaminada al acceso a la cultura, a la formación en derechos humanos, la paz y la democracia. Sobre este tema la Sentencia T-787 de 2006 estableció:

“[L]a Corte ha indicado en distintos pronunciamientos que [la educación] (i) es una herramienta necesaria para hacer efectivo el mandato de igualdad del artículo 13 superior, en tanto potencia la igualdad de oportunidades
; (ii) es un instrumento que permite la proyección social del ser humano y la realización de otros de sus demás derechos fundamentales
; (iii) es un elemento dignificador de las personas
; (iv) es un factor esencial para el desarrollo humano, social y económico
; (v) es un instrumento para la construcción de equidad social
, y (vi) es una herramienta para el desarrollo de la comunidad, entre otras características.

A su vez, la Constitución en sus artículos 67, 68 y 69 estipula lo relacionado con el servicio público educativo, los establecimientos de comunidad educativa, la profesionalización de la actividad docente, la libertad de enseñanza y el aprendizaje, la autonomía universitaria, la investigación científica y el acceso a la educación superior.”

6.6.  DEL CASO EN CONCRETO 
6.6.1. El señor Julián Andrés Salazar Chacón  se encuentra actualmente vinculado a la Policía Nacional, ubicado en el cargo de Integrante de Patrulla de Vigilancia en la estación de policía de Santa Rosa de Cabal, quien mediante acción de tutela solicitó la protección de su derecho fundamental a la educación y al goce efectivo del mismo, el que consideró vulnerado por el Departamento de Policía de Risaralda al haberle negado el permiso para continuar sus estudios en el programa de Derecho, 5º semestre, por medio del Acta No.252 SUBCO-GUTAH del 16 de julio de 2019.

6.6.2.  Sea lo primero reiterar que la acción de tutela es un mecanismo preferente y sumario cuya vocación, en principio, no es para debatir las actuaciones administrativas, pues para ello es adecuada la jurisdicción contenciosa administrativa, a menos que se utilice el amparo como mecanismo transitorio para prevenir un perjuicio irremediable. Al respecto, la Corte Constitucional
 la acción de tutela es improcedente para atacar un acto administrativo de  índole particular y concreto, así: “En materia de actos administrativos de contenido particular y concreto, la jurisprudencia de esta Corporación ha establecido que por regla general la acción de tutela no es procedente para controvertir actos administrativos toda vez que las discrepancias suscitadas por la aplicación o interpretación de los mismos deben ser dirimidas a través de la jurisdicción contenciosa administrativa. No obstante, en criterio de la Corte, la aceptación de la procedencia excepcional de la acción de tutela contra los actos administrativos depende de si el contenido de los mismos implica una vulneración evidente de los derechos fundamentales o la amenaza de la ocurrencia de un perjuicio irremediable de tal magnitud que obligue la protección urgente de los mismos”. (Subrayas propias).  Es decir, que la jurisdicción contenciosa administrativa es la que se debe encargar de verificar si el contenido del Acta No.252 SUBCO-GUTAH del 16 de julio de 2019 es irregular y por tanto, le asiste la razón al patrullero Chacón Salazar de que se le debe conceder la renovación del horario flexible para continuar sus estudios académicos.

6.6.3.  No obstante lo anterior, el accionante informó que se había matriculado al 5º  semestre de Derecho y que era necesario y urgente que la Policía Nacional le concediera el permiso para continuar  sus estudios, por lo que es necesario reiterar que la Corte Constitucional ha señalado que la educación exige del Estado unas actuaciones concretas, relacionadas con la garantía de su prestación eficiente y continua a todos los habitantes del territorio nacional, en cumplimiento de los principios de universalidad, solidaridad y redistribución de los recursos en la población económicamente vulnerable.  En su dimensión de derecho, la educación tiene el carácter de fundamental, en atención al papel que cumple en la promoción del desarrollo humano y la erradicación de la pobreza y debido a su incidencia en la concreción de otras garantías fundamentales, como la dignidad humana, la igualdad de oportunidades, el mínimo vital, la libertad de escoger profesión u oficio y la participación política.
  Así las cosas, la educación  es un derecho fundamental cuyas ccaracterísticas y componentes principales son las siguientes: “(i) es objeto de protección especial del Estado; (ii) es presupuesto básico de la efectividad de otros derechos fundamentales conexos, tales como la escogencia de una profesión u oficio, la igualdad de oportunidades en materia educativa y de realización personal, el libre desarrollo de la personalidad, el trabajo, entre otros; (iii) es uno de los fines esenciales del Estado Social y Democrático de Derecho; (iv) está comprendido por la potestad de sus titulares de reclamar el acceso y la permanencia en el sistema educativo o a uno que permita una “adecuada formación”; (v) se trata de un derecho deber y genera obligaciones recíprocas entre todos los actores del proceso educativo”.
 
6.6.4.  Así las cosas, esta Sala estudiará el caso en concreto con el fin de establecer si la acción de tutela es procedente para amparar el derecho fundamental a la educación invocado por el patrullero Chacón Salazar en los términos como lo solicitó.

6.6.5. De las pruebas allegadas a la demanda y que resultan relevantes para este trámite, la Sala encuentra las siguientes:

· El accionante presta sus servicios en la Policía Nacional desde el 14 de enero de 2014 (Fl. 25).

· En su hoja de vida se relacionan los estudios, seminarios y talleres que ha realizado (Fls. 26-28)

· El 27 de junio de 2017,el accionante solicitó al permiso para iniciar estudios universitarios en Derecho en la Universidad Autónoma de las Américas de Pereira (Fls. 29)

· El 19 de julio de 2018, el accionante solicitó renovación de horario flexible de estudios académicos para el 3er. Semestre de Derecho Derecho en la Universidad Autónoma de las Américas de Pereira en la jornada especial por los días viernes desde las 14:00  horas a 22:00 horas y los sábados de 7:00 horas a las 18:00 (Fl.41). Permiso negado según conceptos de los funcionarios encargados (Fl.42).

· El 9 de agosto de 2018 el accionante solicita renovación del horario flexible con el ánimo de continuar sus estudios en Derecho (Fls. 43-45).  Permiso negado según oficio No.054140 del 26 de agosto de 2018 (Fls.46-53)

· El 11 de marzo de 2019 el accionante solicita renovación del horario flexible para continuar sus estudios de educación superior para el 4o semestre de Derecho (Fls. 54).  Permiso no aprobado mediante el oficio SUBCO-GUTAH.29.25 del 6 de marzo de 2019 (Fl. 56)

· Notificación de la sentencia No.046 del 2 de mayo de 2019 emitida por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal al señor  Chacón Salazar, en la que se resolvió lo siguiente (Fl. 57): 

 “PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la educación y goce efectivo del mismo, el ejercicio del “ius variandi”  del señor Julián Andrés Salazar Chacón, identificado con cédula de ciudadanía N°1.088.000.550 expedida en Dosquebradas-Risaralda, contra el Comité de Gestión Humana y Cultura Institucional del Departamento de la Policía Risaralda por las razones expuestas en la parte motiva.

SEGUNDO: ORDENAR a la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas a partir de la notificación de esta decisión, conceda el permiso para estudio a Julián Andrés Salazar Chacón, con el fin de permitirle terminar su carrera universitaria, sin que el mismo afecte la prestación del servicio, lo cual deberá hacer cada semestre siempre y cuando acredite que continuó con sus estudios hasta la terminación de la carrera de Derecho.  (…)”

· Queja presentada por el accionante ante el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal en contra de del Comando de la Policía Nacional por incumplimiento del fallo emitido a su favor el 2 de mayo de 2019 (Fls.58-60).

· Concesión de permiso para estudiar al accionante por parte del Comandante del Departamento de Policía de Risaralda con fecha del 10 de mayo de 2019 (Fl. 61).

· Auto del 13 de mayo de 2019, por medio del cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal se abstiene de dar apertura del incidente de desacato en contra de la Policía Nacional (Fls. 62 y 63).

· Sentencia de segunda instancia del 12 de junio de 2019 proferida por esta Sala Penal con ponencia del Magistrado Jorge Arturo Castaño Duque, en la que se resolvió  (Fls. 66-82):

“PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la determinación adoptada por la Juez Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.), en cuanto tuteló el derecho a la educación, pero SE MODIFICA la orden impuesta al Comandante Departamento Policía de Risaralda y la Dirección de Talento Humano de la Policía Nacional, para precisar que el permiso concedido por esta vía judicial será única y exclusivamente para el período comprendido entre febrero a julio del año 2019 -tercer semestre-. Vencido este permiso el accionante acudirá nuevamente al conducto regular de la institución para solicitar un nuevo permiso, de conformidad con la resolución 01360 de 2016 de la Dirección General de la Policía Nacional, modificada por la resolución 03001 de 2018. Se insta a la entidad para que evalúe detalladamente cada solicitud que presente el señor JULIÁN SALAZAR, con el fin de ponderar adecuadamente tanto el derecho a la educación como la necesidad del servicio.  

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.”  (Subrayas fuera del texto original) 

· Dos consignaciones con fecha del 28 de junio de 2019 a favor de la Fundación Universitaria Autónoma de las Américas por $733.863 y $1.400.000 para matrícula del semestre 2019-2 programa Derecho  (Fl. 83).

· Solicitud de renovación del horario flexible del 3 de julio de 2019 para  estudio de educación superior para realizar el 5º semestre de Derecho en la Universidad Autónoma de Las Américas, sede Pereira, en la jornada especial los días viernes desde las 14:00 horas hasta las 22:00 horas  y los sábados desde las 07:00 horas hasta las 16:00 horas para el período comprendido entre el 26 de julio y el 14 de diciembre de 2019 (Fl.84)

· Respuesta negativa a la solicitud del permiso de estudio, mediante el oficio No.S-2019/SBCO-GUTAH-29 del 23 de julio de 2019 (Fls. 86-91).
6.6.6.  De conformidad con las pruebas antes relacionadas en especial con lo resuelto  por esta  Sala el 12 de junio de 2019 en cuanto a que  el permiso concedido al señor Salazar Chacón sería única y exclusivamente para el período comprendido entre febrero a julio del año 2019 para cursar el tercer semestre de Derecho, debe concluirse que la demanda de amparo que ahora se estudia no comporta una acción temeraria o desleal, toda vez que la pretensión del actor se basa en un hecho nuevo, en el entendido de que el permiso del cual reclama su renovación es para asistir al programa de Derecho,  5º semestre, entre el 26 de julio y el 14 de diciembre de 2019, por lo que se puede concluir que no se trata de una acción temeraria por parte del señor Salazar Chacón, pues no se denota una mala fe al invocar la protección del derecho fundamental a la educación, pues para que se configure temeridad, la jurisprudencia de la Corte Constitucional  ha señalado esta se constituye cuando: “(i) resulta amañada, en la medida en que el actor se reserva para cada demanda los argumentos o pruebas que convalidan sus pretensiones; (ii) denote el propósito desleal de obtener la satisfacción del interés individual a toda costa, jugando con la eventualidad de una interpretación judicial que, entre varias, pudiera resultar favorable; (iii) deje al descubierto el abuso del derecho porque deliberadamente y sin tener razón, de mala fe se instaura la acción; o finalmente (iv) se pretenda a través de personas inescrupulosas asaltar la buena fe de los administradores de justicia.”

 

6.6.7.  Aclarado lo anterior y continuando con el análisis del material probatorio que obra dentro de la foliatura, se observa que  el Comité de Gestión Humana y Cultura institucional del Departamento de Policía de Risaralda, el cual está conformada por: el Teniente Coronel Andrés Fernando Serna Bustamante, Comandante del Departamento de Policía de Risaralda; el Subteniente Carlos Enrique García Bermúdez, Responsable de Gestión Humana; el Intendente Jorge William Gallego Londoño, sustanciador de la oficina de Asuntos Jurídicos DERIS; capitán Fabio Pérez Gallo, Jefe Grupo de Talento Humano del Departamento de Policía Risaralda; Mayor Ronal Alberto Serrano Jaimes, Comandante de distrito Uno de Policía de Santa Rosa de Cabal; Subteniente Yuliana Castaño Quintero, comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal; Teniente Coronel William Hernando Acosta Moya, Comandante Operativo del Departamento; Capitán Sandra Carolina Chacón Gómez, Jefe Grupo de Servicios Asistenciales de Sanidad y el Intendente Miguel Ángel Ocampo Rendón, Jefe Oficina de Control Interno Disciplinario, profirió el Acta No.252/SUBCO-GUTAH-2.25  el 16 de  julio de 2019 en la cual concluyeron no autorizar al accionante el permiso para estudiar, exponiendo cada uno sus razones para tomar tal decisión (Fls.125-131).  Dicha decisión fue notificada al señor Salazar Chacón a través del oficio No.S-2019-052174/SUBCO-GUTAH-29 del 23 de julio de 2019 (Fls. 132-134).

6.6.8.  El Comité de Gestión Humana y Cultura institucional del Departamento de Policía de Risaralda votó unánimemente que no estaban de acuerdo con que se otorgara al señor Salazar Chacón el permiso para estudiar, por cuanto consideraron entre otras razones, que: i) en la actualidad la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal presenta un déficit considerable de personal, ya que  esa unidad debe contar con 134 funcionarios, pero en la actualidad se tienen 115 con un déficit de 19 funcionarios, aunado a las ausencias por vacaciones, incapacidades del servicio y comisiones entre otras; ii) no se cuenta con en la actualidad con  personal remanente para reemplazar al actor en su cargo como integrante de patrulla de vigilancia en los turnos en los que se ausente para asistir a sus estudios, afectando de manera considerable el servicio de Policía al estar en la obligación de desactivar su cuadrante o reemplazarlo en la sala de radio donde de manera transitoria ha venido prestando su servicio, lo que obligatoriamente repercutiría en la atención del servicio a la comunidad y por ende afectaría el cumplimiento de la misión constitucional encomendada a la Policía  Nacional; iii)  se ha llegado al punto que otros funcionarios se han visto afectados en sus franquicias y en su bienestar, al tener que repetir runos para poder otorgar al actor sus permiso en el semestre pasado en cumplimiento al fallo de tutela, lo que genera inconformismo en el personal de la unidad al no poder disfrutar de su turno de descanso y, debiendo doblarse en el servicio para cubrir sus ausencia; iii)  los viernes y lo sábados son los días de la semana en los que se presentan mayor número de delitos y comportamientos contrarios a la convivencia, por lo que no se puede restar mayor importancia a la ausencia del accionante en esos días, pues la Estación de Policía de Santa Rosa se vería en la necesidad de desactivar uno de los cuadrantes del Modelo Nacional de Vigilancia comunitaria por cuadrantes al que pertenece el patrullero Salazar Chacón., lo que se traduce en un perjuicio al servicio y la consecuente afectación al interés general.

6.6.9.  Ahora bien, la Resolución No 01360 de 2016, modificada por la resolución 03001 de 2018 “Manual de Bienestar y Calidad de Vida para el personal de la Policía Nacional” suscrita por el Director General de la Policía Nacional, dispone en el parágrafo 3 del artículo 15 lo siguiente acerca del horario flexible: “PARÁGRAFO 3. Los funcionarios que hayan sido beneficiados con esta condición deben solicitar a través del PSI, cada seis (6) meses que se renueve el horario flexible, anexando los soportes correspondientes.” Y el artículo 2 de la Resolución 03001 del 18/18, adicionó el numeral 6º  al parágrafo 4º del citado artículo 15, consagra lo siguiente:

“6. Personal uniformado que adelanta estudios académicos. Los permisos de estudio para el personal uniformado, serán objeto de valoración por cada Director, Comandante o Jefe de oficina asesora, teniendo en cuenta el régimen especial de sujeción, donde prima el servicio a la sociedad como interés general, sin perjuicio a los turnos de disponibilidad establecidos en cada unidad policial, actividades y órdenes internas y a los movimientos de personal que se requieran de acuerdo a las necesidades del servicio, toda vez, que la naturaleza de la actividad de policía, está direccionada a brindar seguridad y convivencia en forma permanente en todo el territorio nacional. El permiso se deberá solicitar a través del Portal de Servicios Internos (PSI).”
6.6.10. En este orden de ideas, la Sala observa que en el acto administrativo por medio del cual se negó al accionante el permiso para continuar con sus estudios de Derecho, 5º semestre, se analizó la situación en la que se encontraba el señor Salazar Chacón como patrullero de la estación de policía de Santa Rosa de Cabal, lo que si bien es cierto interrumpe su proceso educativo, también lo es que el derecho a la educación no es absoluto frente a la garantía constitucional que tiene la Policía Nacional con la comunidad en general, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T-355 de 2000 cuando indicó lo siguiente:

“No aparece requerimiento alguno hecho por el Comandante de la población de Belalcázar, pero los elementos de juicio allegados llevan a concluir que, si se produjo el traslado del peticionario a ese sitio, fue por necesidades del servicio, salvo que se demuestre lo contrario. La Sala observa que, aunque se están viendo afectadas, o al menos postergadas las posibilidades de educación superior del accionante y su relación cotidiana con la familia, existen motivos superiores de interés general que justifican la decisión, pues la situación de orden público en el Departamento del Cauca y concretamente en El Tambo, es apremiante y supone un refuerzo de personal, sobre todo en horas de la noche, haciendo casi imposible, por ahora, la continuación del estudio en ese horario.” (Subrayas fuera del texto original)
Así mismo, en la Sentencia T-468 de 2002, la Corte Constitucional señaló:

“En este orden de idas (sic), si bien es cierto que el Estado tiene la obligación de promover el acceso a la educación y la cultura, respetando la proyección de sus servidores, también lo es que cuando media la necesidad del servicio en instituciones públicas de planta global, no puede invocarse la autorización para adelantar estudios superiores como la consolidación de un derecho que impida la realización de un traslado o la consecuente desmejora en las condiciones laborales. Por el contrario, el otorgamiento de permisos académicos significa el ejercicio de los derechos del trabajador y el cumplimiento de los deberes de la administración, pero ellos no pueden entenderse en términos absolutos, sino que su alcance está sujeto a las obligaciones derivadas del cargo y las razonables exigencias del servicio, especialmente en instituciones de planta global” (Subrayas propias) 

Significa lo anterior, que el derecho a la educación no es absoluto frente a la misión institucional de la Policía y por ello, la entidad accionada valoró de manera integral,  mediante el Comité Extraordinario de Gestión Humana y Cultura del Departamento de Policía, las opciones posibles para efectos de garantizar dicho derecho al actor.  De tal manera, que en ejercicio del “ius variandi” la Policía Nacional cuenta con la facultad unilateral de conceder o no el permiso para estudiar que en su momento reclame alguno de sus miembros activos, por lo tanto, con fundamento en tal principio fue que el Comandante Departamento Policía de Risaralda negó el permiso al señor Salazar Chacón por los traumatismos que se generan actualmente en la estación de policía de Santa Rosa de Cabal, por cuanto se causa una limitación en  las necesidades del servicio en atención a que el cargo que el actor ocupa en la institución  es como integrante de patrulla de vigilancia, sin que pueda ser reemplazado.  Por lo tanto, en este caso lo dispuesto en el Acta al acta No.252 SUBCO-GUTAH del 16 de julio de 2019, se encuentra debidamente motivado y por lo tanto, esta Sala considera que debe primar el interés general de la comunidad de ese municipio.  
6.6.11. No obstante lo anterior, esta Sala considera que el accionante tiene la posibilidad de volver a solicitar a la institución un nuevo permiso de estudio acorde con lo establecido en la Resolución No.01360 de 2016 de la Dirección General de la Policía Nacional, modificada por la Resolución No. 03001 de 2018 y en tal virtud, la entidad deberá volver a evaluar cada solicitud que presente el señor Julián Andrés Salazar Chacón y verificar su situación como estudiante y la necesidad del servicio, habida cuenta que el Comité de Gestión Humana y Cultura Institucional del Departamento de Policía Risaralda, ya había concedido al actor los permisos para cursar sus estudios en vigencia de dicha resolución, haciéndose necesario que eleve un nuevo permiso por cada semestre.

6.6.12.  En cuanto a la reubicación del señor Salazar Chacón en otro cargo que le permita estudiar la carrera de Derecho en los horarios estipulados por la universidad, esta Sala considera que este es un tema exclusivo de la jurisdicción contencioso administrativa, ya que en el caso sub examine el titular de los derechos fundamentales invocados no es una persona de especial protección por parte del Estado, por lo que es evidente que no se hace necesaria la intervención del juez constitucional para amparar sus prerrogativas de manera transitoria.

Por lo anterior, se revocará el fallo estudiado y en su lugar, se negará el amparo invocado. 
DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución y la ley
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR el fallo de primera instancia dictado por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Julián Andrés Salazar Chacón en contra de la Dirección de la Policía Nacional, en su lugar se NIEGA el amparo invocado.

SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión con base en lo dispuesto por el  inciso 2º del artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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